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Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario Judicial 

de la Federación, en: https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html  
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación y difusión de las tesis 

jurisprudenciales y aisladas emitidas por los órganos del Poder Judicial de la Federación; de las ejecutorias 

correspondientes, así como de los instrumentos normativos emitidos por los órganos del Poder Judicial de la 

Federación. 

 

El Semanario Judicial de la Federación se publica permanentemente de manera electrónica, en la página de 

internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los viernes se incorpora al Semanario la información 

correspondiente, a consecuencia de lo cual, se considera de aplicación obligatoria un criterio jurisprudencial 

a partir del lunes siguiente hábil, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en controversia 

constitucional o en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial de la Federación. 

 

 
 

MARZO 
 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022777  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 05 de marzo de 2021 10:08 h  

Materia(s): (Administrativa, Constitucional)  

Tesis: 1a. V/2021 (10a.)  
 
DERECHO A UNA VIVIENDA DIGNA. SU DEBIDA OBSERVANCIA IMPLICA LA OBLIGACIÓN DEL 
INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA Y GEOGRAFÍA (INEGI) DE EMITIR INFORMACIÓN 
ESTADÍSTICA EN FORMA DESAGREGADA O SEGMENTADA, RELATIVA A LOS ASENTAMIENTOS 
HUMANOS IRREGULARES O INFORMALES. 
 
Hechos: En una demanda de amparo indirecto se demandó la omisión del Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía (INEGI) de ejercer sus facultades de recabar y emitir información estadística 
sobre asentamientos humanos informales o irregulares. 
 
Criterio jurídico: En atención a las facultades exclusivas del Instituto Nacional de Estadística y 
Geografía, y a su obligación de respetar el derecho a una vivienda digna, tiene la de emitir 
información estadística en forma desagregada, sobre asentamientos humanos irregulares o 
informales. 
 

 
 

TESIS RELEVANTES DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  

DEL 19 DE FEBRERO AL 12 DE MARZO DE 2021 
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Justificación: Bajo cualquier interpretación, el debido goce del derecho a una vivienda digna, 
conforme a lo establecido en la Declaración de Pretoria de la reunión temática de Hábitat III, sobre 
asentamientos informales, de la Organización de las Naciones Unidas, contempla la seguridad 
jurídica en la tenencia del lugar habitado y evitar mayores riesgos a las personas asentadas en zonas 
geográficas y ambientales riesgosas, lo que implica el deber objetivo mínimo para el Estado de 
adoptar políticas públicas para abatir las problemáticas que experimentan las personas que residen 
en los asentamientos informales. Luego, si por una parte, el Instituto Nacional de Estadística y 
Geografía, conforme a lo establecido en los artículos 26, apartado B, de la Constitución General, 3, 
21, 52, 59, 99 y 100 de la Ley del Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica, tiene la 
atribución exclusiva de suministrar a la sociedad y al Estado, información estadística y geográfica de 
calidad, pertinente, veraz y oportuna, a efecto de coadyuvar al desarrollo nacional; que una de las 
obligaciones primordiales de las autoridades es la de promover, respetar, proteger y, sobre todo, 
garantizar los derechos fundamentales, entre ellos, el derecho a la vivienda y, por otra parte, que 
para garantizar el respeto de ese bien colectivo, al Estado corresponde cumplir con el deber objetivo 
mínimo de tomar las medidas inmediatas que permitan el acceso a ésta, sin ser objeto de 
discriminación; entonces, resulta congruente con esa finalidad que dicho Instituto, en ejercicio de 
sus atribuciones exclusivas, genere la información estadística y geográfica, de la manera 
desagregada, que sea idónea, pertinente y eficaz para dotar de instrumentos al Estado para 
implementar las políticas públicas necesarias en aquellos sectores de la población más 
desprotegidos, como lo son los correspondientes a quienes habitan los asentamientos informales o 
irregulares. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 635/2019. Un Techo para mi País México, A.C. 17 de junio de 2020. Cinco votos 
de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente, y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de marzo de 2021 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022760  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 05 de marzo de 2021 10:08 h  

Materia(s): (Administrativa, Común)  

Tesis: 1a. IV/2021 (10a.)  
 
ACTOS OMISIVOS. DETERMINACIÓN DE SU CERTEZA CUANDO SE RECLAMA EN AMPARO 
INDIRECTO EL NO EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE UNA AUTORIDAD. 
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Hechos: En una demanda de amparo indirecto se impugnó la omisión del Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía (INEGI) de ejercer sus facultades de recabar y emitir información estadística 
sobre asentamientos humanos informales o irregulares. 
 
Criterio jurídico: Para determinar la existencia o certeza de los actos consistentes en la omisión de 
una autoridad de ejercer alguna de las facultades que se estime le corresponden es suficiente 
advertir, someramente, la coherencia o viabilidad del argumento respectivo en relación con el 
marco jurídico general que rija la actuación de la autoridad a la que se atribuya la referida omisión. 
 
Justificación: Lo anterior es así, porque el estudio sobre la certeza de los actos reclamados no debe 
propiciar denegación de justicia al involucrar en ese análisis el estudio del fondo del asunto, lo que 
podría ocurrir cuando se pretenda corroborar con precisión si la autoridad a la que se atribuyan 
actos omisivos cuenta o no con las facultades para ejercerlos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 635/2019. Un Techo para mi País México, A.C. 17 de junio de 2020. Cinco votos 
de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente, y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de marzo de 2021 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022845  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 12 de marzo de 2021 10:15 h  

Materia(s): (Constitucional, Común)  

Tesis: 1a. VII/2021 (10a.)  
 
SUSPENSIÓN DEFINITIVA DEL ACTO RECLAMADO. EN TRATÁNDOSE DE FICHAS DE BÚSQUEDA 
PUBLICADAS POR LA AUTORIDAD MINISTERIAL, CON EL OBJETO DE QUE LA CIUDADANÍA 
COLABORE EN LA BÚSQUEDA DE PERSONAS SUSTRAÍDAS DE LA ACCIÓN DE LA JUSTICIA, PROCEDE 
OTORGARLA ÚNICAMENTE PARA EL EFECTO DE QUE SE ELIMINEN DE LAS MISMAS LOS 
SEÑALAMIENTOS DIRECTOS SOBRE LA RESPONSABILIDAD PENAL DEL QUEJOSO, PERO NO DEBEN 
SUPRIMIRSE EN SU TOTALIDAD. 
 
Hechos: En un recurso de revisión hecho valer por el Fiscal General del Estado de Guanajuato, se 
impugnó la resolución interlocutoria dictada por la Juez constitucional que concedía a una persona 
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sustraída de la acción de la justicia, la suspensión definitiva del acto reclamado, a efecto de que 
fuera retirada de la página de Internet oficial de dicha autoridad, una ficha de búsqueda en la que 
aparecían su nombre, fotografía, datos generales y una frase que lo incriminaba, por estimar que la 
misma lo exhibía como delincuente, sin que mediara sentencia dictada por un Juez competente. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que 
únicamente los señalamientos directos que insinúan la responsabilidad penal del quejoso, serían el 
elemento que podría impactar en el principio de presunción de inocencia, como regla de trato, en 
su vertiente extraprocesal; y a efecto de mediar entre ese derecho y el interés público de la sociedad 
en la persecución de los delitos, la suspensión únicamente debe ser para que se eliminen esos 
señalamientos, debiendo persistir la publicación de la ficha de búsqueda. 
 
Justificación: Lo anterior es así, porque no concurre uno de los requisitos a que se refiere el artículo 
128 de la Ley de Amparo, para el otorgamiento de la suspensión del acto reclamado a petición de 
parte, ya que si bien ésta constituye una regla general, lo cierto es que encuentra excepciones y 
salvedades, justificadas en razones de orden público e interés social, así como la salvaguarda de la 
seguridad e integridad de las personas y la ejecución de técnicas de investigación o medidas 
cautelares ordenadas por autoridad judicial. En ese tenor, tomando en cuenta que el orden público 
y el interés social se afectan cuando con la suspensión, se priva a la colectividad de un beneficio que 
le otorgan las leyes o se le infiere un daño que de otra manera no resentiría, procede señalar que, 
investigar y perseguir los delitos es una obligación del Estado que tiene como fin la sanción de los 
responsables. Dentro de ese fin, entonces, se vuelve preponderante la utilización de todos los 
medios legales disponibles que permitan la persecución, captura y enjuiciamiento de los sujetos 
involucrados. No obstante lo anterior, con el objeto de no desatender la delicada garantía 
constitucional de la presunción de inocencia del quejoso, como regla de trato, la suspensión debe 
ser únicamente para el efecto de que no se exponga al quejoso en los términos que se hizo en la 
ficha, eliminando la frase incriminatoria, sin que tal razonamiento se pueda hacer extensivo al resto 
de los datos expresados en la ficha de búsqueda, como son el nombre y fotografía del quejoso y que 
se consideran necesarios por la fiscalía para facilitar la colaboración en la localización de personas 
sustraídas de la acción de la justicia. 
 
PRIMERA SALA 
 
Recurso de revisión en incidente de suspensión 1/2020. 18 de noviembre de 2020. La votación se 
dividió en dos partes: Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, por lo que se refiere al primer punto resolutivo. Mayoría de cuatro votos por lo que se 
refiere al segundo punto resolutivo, de los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto concurrente. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de marzo de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2022831  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 12 de marzo de 2021 10:15 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a. VI/2021 (10a.)  
 
FICHAS DE BÚSQUEDA DE PERSONAS SUSTRAÍDAS DE LA ACCIÓN DE LA JUSTICIA EMITIDAS POR 
AUTORIDAD MINISTERIAL. SU PUBLICACIÓN CON LOS DATOS GENERALES, EL NOMBRE Y LA 
FOTOGRAFÍA DE LOS SUJETOS BUSCADOS PARA EJECUTAR UNA ORDEN DE APREHENSIÓN, NO 
VIOLA EL DERECHO A LA PRIVACIDAD. 
 
Hechos: En un recurso de revisión hecho valer por el Fiscal General del Estado de Guanajuato, se 
impugnó la resolución interlocutoria dictada por la Juez constitucional que concedía al quejoso la 
suspensión definitiva del acto reclamado, a efecto de que fuera retirada de la página de Internet 
oficial de dicha autoridad, una ficha de búsqueda en la que aparecían su nombre, fotografía, datos 
generales y una frase que lo incriminaba, por estimar que la misma lo exhibía como delincuente, sin 
que mediara sentencia dictada por un Juez competente. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
suspensión debe otorgarse para el efecto de eliminar las frases incriminatorias, pero debe persistir 
la publicación de la ficha de búsqueda de personas sustraídas de la acción de la justicia, con la 
fotografía, nombre y datos generales de la persona a localizar, a efecto de no vulnerar lo establecido 
en la fracción II del artículo 128 de la Ley de Amparo, sin que lo anterior pueda implicar que se 
transgreda el derecho a la privacidad. 
 
Justificación: Esto es así, porque si bien, prima facie, las personas tienen derecho a que su 
"fotografía, nombre y datos generales" no sean publicados y difundidos, lo cierto es que, en el caso, 
se reúnen requisitos suficientes para estimar que tal derecho puede verse afectado por la admisión 
de excepciones. Para demostrar lo anterior, es necesario partir de la idea de que la publicación de 
dichos datos no puede considerarse como arbitraria; por el contrario, al estar pendiente de 
ejecución una orden de aprehensión en su contra, es válido aceptar que la Fiscalía se valga de 
diversos medios para lograr la comparecencia del indiciado ante el Juez. De esa manera, la 
expectativa razonable de privacidad se ve minada por la obligación del Estado en materia de justicia 
penal, consistente en la persecución, captura y enjuiciamiento de los sujetos a los que previamente 
ha estimado como probables responsables. 
 
PRIMERA SALA 
 
Recurso de revisión en incidente de suspensión 1/2020. 18 de noviembre de 2020. La votación se 
dividió en dos partes: Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, por lo que se refiere al primer punto resolutivo. Mayoría de cuatro votos por lo que se 
refiere al segundo punto resolutivo, de los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
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voto concurrente. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de marzo de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022826  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 12 de marzo de 2021 10:15 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 1a. VIII/2021 (10a.)  
 
DOCUMENTOS DIGITALIZADOS QUE SE INGRESAN COMO PRUEBAS AL EXPEDIENTE ELECTRÓNICO 
EN EL JUICIO DE AMPARO. EL ÓRGANO JURISDICCIONAL DEBE CONSIDERARLOS COMO SI SE 
HUBIERAN PRESENTADO EN SU VERSIÓN FÍSICA, SIN PERJUICIO DE QUE PUEDAN SER OBJETADOS 
POR LAS PARTES, Y SÓLO EXCEPCIONALMENTE, ANTES DE DEMERITAR SU VALOR PROBATORIO, 
REQUERIR AL OFERENTE EL DOCUMENTO FUENTE. 
 
Hechos: En un juicio de amparo indirecto tramitado en vía electrónica, la parte quejosa, para 
acreditar su interés jurídico, ofreció como pruebas diversos documentos digitalizados, que se 
estimaron como copias simples del documento original, dando lugar al sobreseimiento en el juicio, 
ya que se determinó que no se trataba de documentos electrónicos a los que se refiere el artículo 
12, inciso f), del Acuerdo General Conjunto Número 1/2013, de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y del Consejo de la Judicatura 
Federal, relativo a la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL) y al 
Expediente Electrónico, por no haberse generado, modificado o procesado por medios electrónicos. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que los 
documentos digitalizados de su original, ofrecidos como prueba de manera electrónica en el juicio 
de amparo, no perderán su valor probatorio y deberán recibir el mismo tratamiento que si se 
hubieren presentado en su versión física, sin perjuicio de que: 1) puedan ser objetados por las 
partes; o, 2) cuando el órgano jurisdiccional carezca de seguridad respecto a la viabilidad y 
coincidencia del documento digital frente al documento fuente, esté en aptitud de requerir 
excepcionalmente este último, antes de demeritar su valor probatorio. 
 
Justificación: Se arriba a esta conclusión, toda vez que de la interpretación del contenido de los 
Acuerdos Generales Conjuntos celebrados entre la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el 
Consejo de la Judicatura Federal y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
respectivamente, en los que se materializó el nuevo sistema de juicio de amparo, se tiene que la 
prueba documental digitalizada no perderá su valor probatorio por el simple hecho de provenir de 
un proceso de digitalización, sino que en aras de tutelar los principios que caracterizan al nuevo 
sistema de expediente electrónico y al juicio de amparo, el juzgador deberá otorgar el mismo 
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tratamiento que a su documento físico, lo anterior sin perjuicio de que dichas probanzas puedan ser 
objetadas por las partes. De manera excepcional, y antes de calificar su valor probatorio, puede 
ocurrir que el órgano jurisdiccional se encuentre con situaciones dudosas o insuficientes respecto 
al documento probatorio digital, en cuyo caso está facultado para tomar las medidas necesarias y 
acordar lo conveniente para dar oportunidad a las partes de presentar el documento fuente y 
hacerlo coincidente con el documento ingresado. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 307/2020. Umbelina Childeres Coria. 25 de noviembre de 2020. Cinco votos de 
los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Nota: El Acuerdo General Conjunto Número 1/2013 citado, aparece publicado en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, Tomo 2, julio de 2013, página 1667, 
con número de registro digital: 2361. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de marzo de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 


	DERECHO A UNA VIVIENDA DIGNA. SU DEBIDA OBSERVANCIA IMPLICA LA OBLIGACIÓN DEL INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA Y GEOGRAFÍA (INEGI) DE EMITIR INFORMACIÓN ESTADÍSTICA EN FORMA DESAGREGADA O SEGMENTADA, RELATIVA A LOS ASENTAMIENTOS HUMANOS IRREGULARES O...
	ACTOS OMISIVOS. DETERMINACIÓN DE SU CERTEZA CUANDO SE RECLAMA EN AMPARO INDIRECTO EL NO EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE UNA AUTORIDAD.
	SUSPENSIÓN DEFINITIVA DEL ACTO RECLAMADO. EN TRATÁNDOSE DE FICHAS DE BÚSQUEDA PUBLICADAS POR LA AUTORIDAD MINISTERIAL, CON EL OBJETO DE QUE LA CIUDADANÍA COLABORE EN LA BÚSQUEDA DE PERSONAS SUSTRAÍDAS DE LA ACCIÓN DE LA JUSTICIA, PROCEDE OTORGARLA ÚNI...
	FICHAS DE BÚSQUEDA DE PERSONAS SUSTRAÍDAS DE LA ACCIÓN DE LA JUSTICIA EMITIDAS POR AUTORIDAD MINISTERIAL. SU PUBLICACIÓN CON LOS DATOS GENERALES, EL NOMBRE Y LA FOTOGRAFÍA DE LOS SUJETOS BUSCADOS PARA EJECUTAR UNA ORDEN DE APREHENSIÓN, NO VIOLA EL DER...
	DOCUMENTOS DIGITALIZADOS QUE SE INGRESAN COMO PRUEBAS AL EXPEDIENTE ELECTRÓNICO EN EL JUICIO DE AMPARO. EL ÓRGANO JURISDICCIONAL DEBE CONSIDERARLOS COMO SI SE HUBIERAN PRESENTADO EN SU VERSIÓN FÍSICA, SIN PERJUICIO DE QUE PUEDAN SER OBJETADOS POR LAS ...

